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	Hora: 
	5:00 p.m.

	Imputado: 
	José Aldemar Salazar

	Cédula de ciudadanía No:
	6’465.252 de Sevilla (Valle)

	Delito:
	Tráfico de Estupefacientes

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena proferido el pasado primero (1º) de diciembre de 2008


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que en operativo efectuado el día veintisiete (27) de junio del año retropróximo, a eso de las 17:00 horas, en vía pública de la carrera 9ª con calle 12 de esta capital, personal de la Policía Nacional capturó a quien dijo llamarse JOSÉ ALDEMAR SALAZAR, en el instante en que entregaba a otro individuo un cigarrillo y a cambio recibía un billete de mil pesos.

La policía practicó requisa tanto al comprador como al vendedor, lográndose la incautación no sólo del referido cigarrillo, sino de una cajetilla que contenía similares envolturas en cantidad de seis (6), todo lo cual arrojó resultado positivo para cannabis sativa, comúnmente conocida como marihuana, con un peso neto de 5.9 gramos la muestra número uno, y un peso neto de 0.8 gramos la muestra número dos.
1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancias de la Fiscalía, se llevaron a cabo ante el Juez de Control de Garantías las respectivas audiencias preliminares, por medio de las cuales se declaró legal la captura y se imputó autoría en el punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes al tenor de lo dispuesto en el artículo 376 inciso segundo del Código Penal, en la modalidad de “vender” sustancia estupefaciente. El cargo no fue aceptado por el indiciado.
1.3.- Ante esa no admisión unilateral de la imputación, la Fiscalía Quince Seccional procedió a presentar formal escrito de acusación en contra del imputado (24-07-08), a consecuencia de lo cual el asunto correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito con funciones de conocimiento, autoridad que convocó para las respectivas audiencia de Formulación de Acusación (02-08-08), Preparatoria (19-08-08), y Juicio Oral (01-12-08), al cabo del cual se anunció un fallo de carácter condenatorio por medio del cual: (i) se declaró penalmente responsable al acusado en congruencia con los cargos formulados; (ii) se impuso como pena privativa de la libertad la de 64 meses de prisión y multa de $1’230.666.oo, más la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual; y (iii) se negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y se dispuso librar la correspondiente orden de captura.
1.4.- La defensa no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual los registros fueron remitidos ante esta Corporación para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensa -recurrente-
Quien atiende los intereses del acusado, depreca de esta colegiatura la revocación del fallo de condena porque a su juicio los testimonios de los agentes del orden y del supuesto comprador del cigarrillo, no arrojan claridad acerca de lo realmente sucedido.
Los uniformados manifestaron que observaron a unas personas que intercambiaban algo y los vieron a una distancia considerable, es decir, no estaban en condiciones de divisar absolutamente nada. Si se atrevieron a asegurar que se trataba de una venta, es en atención a la clase de sector en el cual se encontraban porque allí se acostumbra el tráfico de estupefacientes.
Le llama la atención que tanto el comprador como el vendedor fueron detenidos. El comprador así lo relató en el juicio, o sea que los policiales no constataron la susodicha venta, simplemente fue una transacción y en atención a esa duda se llevaron detenido al comprador. En esos términos, se trató de un “testigo intimidado”. Lo detuvieron precisamente para lograr que declara en contra de su cliente, y al sentirse detenido pues obviamente acusó al otro para salirse bien librado.

Igualmente, hace notar que la Fiscalía omitió dar aplicación a las normas procesales vigentes que exigen identificar debidamente al imputado, pero esa documentación no se aportó al juicio. Fue anunciada en la acusación y en la preparatoria, pero durante la audiencia pública del juicio oral no se allegó prueba de la verdadera identificación. Esa situación torna confuso este aspecto en atención a que su protegido no aportó ninguna identidad en el transcurso de las audiencias preliminares.
La Fiscalía debió introducir al juicio el análisis técnico de la tarjeta decadactilar, pero no lo hizo. La juez a quo nos dice que bastaban las características de uno y otro para lograr la identidad, pero considera que eso no es suficiente. La ley exige en forma perentoria que eso se haga para evitar posible errores judiciales, caso de la homonimia, con mayor razón cuando las huellas son las únicas irremplazables.
Al subsistir una duda razonable, considera que se debe dar lugar a la absolución y por esa vía disponer la libertad inmediata del sentenciado.
2.2.- Procesado 
Simplemente refiere que se encontraba en ese lugar “consumiendo droga”.
2.3.- Ministerio Público -no recurrente-
Estima debidamente probada la materialidad de la infracción adjudicada al señor SALAZAR. El dictamen efectuado a la sustancia arrojó resultado positivo para marihuana, razón por la cual, a pesar de lo exigua de la cantidad, el comportamiento resulta censurable por tratarse de un expendio.
En el desarrollo del juicio los uniformados manifestaron al unísono todas las circunstancias que rodearon el procedimiento policivo. Dijeron haber observado el instante en que este sujeto entregaba algo a otra persona y ésta a cambio le dio un dinero. Aunque no estaban en capacidad de afirmar de qué tipo de sustancia se trataba, lo cierto es que se logró la captura de ambos personajes y el comprador les confirmó la adquisición de ese cigarrillo con el vegetal. A su juicio entonces, existe un nexo de causalidad entre lo percibido por los agentes y lo confirmado por el comprador.
No se puede presumir que la retención de ARANGO ACEVEDO tuvo por fin la amenaza o la intimidación a efectos de obtener una declaración contra el vendedor, porque la versión que nos ofrece es sincera y su señalamiento tiene fuerza de convicción; tanto así, que convenció a la señora juez para emitir un fallo de condena. En ese sentido no tiene razón la defensa y el fallo debe confirmarse.
En lo que hace con la identificación del imputado, la Fiscalía aportó en el juicio una pruebas que hacían claridad a ese respecto, no sólo en cuanto a las características físicas sino acerca de los documentos de identidad, motivo por el cual puede asegurarse que se trata de la misma persona.
Considera que no hay necesidad de peritajes o estudios técnicos, cuando se encuentra demostrado que fue éste y no otro individuo quien actuó como vendedor de la sustancia tóxica.

2.4.- Fiscal -no recurrente-

Asegura que existe plena prueba con respecto a la materialidad de la infracción, porque a JOSÉ SALAZAR se le sorprendió en flagrancia en el instante en que se disponía a vender un cigarrillo de marihuana y efectivamente lo logró.
Por fuera de la incautación de lo vendido, se logró el decomiso en su poder de otros seis (6) cigarrillos que tenía con idéntica finalidad, con un dinero en efectivo fruto de ese malsano proceder. 

Luego de comprobarse la verdadera calidad del estupefaciente, se logró presentar en juico a los agentes captores, quienes hablaron de las circunstancias del procedimiento, a lo cual se unió el testimonio del comprador del vegetal, persona ésta que dijo ser consumidor habitual y fue atendido “por el mocho” a quien le dio a cambio la suma de mil pesos y éste le devolvió doscientos. Admite incluso que éste acostumbra vender estupefacientes en ese lugar y que efectivamente fue sorprendido en el instante de hacer la transacción.
No está de acuerdo con lo afirmado por la defensa en el sentido de que aquí se realizó la captura del comprador para intimidarlo a efectos de declarar en contra del vendedor. Eso no se dio porque el informe no habla de ningún traslado en condición de retenido, sino para tomarle una entrevista que es algo bien diferente.

Pero si así hubiera sido, bien pudo dar a conocer el testigo esa circunstancia durante el juicio y expresar que había sido obligado por la policía a decir mentiras, pero por el contrario, lo que dijo fue que lo aseverado era totalmente cierto.
En cuando a la identificación del justiciable, refiere que si solicitó, como es de rigor, un cotejo dactiloscópico a los peritos en la materia y por esa vía se quiso determinar que correspondía a la cédula anunciada; sin embargo, ese resultado de comprobación no fue posible porque la tarjeta de preparación aparecía ilegible.
Sea como fuere, no se puede negar que el aquí presente es la persona captura y quien realizó la conducta antijurídica. Lo otro sería decir que él está incurso en falsedad personal, pero eso no parece ser así por cuanto este individuo ofreció datos que dan cuenta de su identidad y que coinciden con la tarjeta de preparación de la cédula en la cual aparece su foto.
Por demás, en esta audiencia de sustentación tampoco ha dicho que él no es la persona que se afirma.

3.- La Decisión

Ha llegado a conocimiento del Tribunal el trámite ordinario adelantado en contra del señor JOSÉ ALDEMAR SALAZAR a quien se acusa de haber vendido marihuana a otra persona en un reconocido sector de expendio de alucinógenos. La decisión de condena proviene del Juzgado Primero Penal del Circuito y la interesada en el recurso es la defensoría pública.

Se observa total apego al rito procedimental, sin vicios sustanciales que impongan una determinación invalidante, motivo por el cual a la Sala le corresponde abordar de fondo los temas objeto del recurso, que se contraen a: (i) verificar si en el caso concreto la Fiscalía aportó suficientes elementos de juicio para establecer la identidad del acusado; y (ii) si existe prueba fehaciente acerca de la comisión del punible y de la responsabilidad del justiciable.
Si bien las partes trenzadas en conflicto hacen referencia al aspecto de la identificación al final de sus intervenciones, a la Corporación le corresponde invertir el esquema para hacer primero un pronunciamiento acerca de ese particular asunto, habida consideración a que, de comprobarse una falla sustancial en esa dirección, lo que procede es la anulación del procedimiento.
Lo primero a significar, es que hay lugar a distinguir la identidad de la individualización. Lo determinante para el proceso penal, es que a quien se acusa y finalmente se condena, sea una persona debidamente individualizada, esto es, que exista certeza en cuanto a que se trata del mismo individuo de la especie humana que llevó a cabo el acto que se juzga. Lo otro, es decir, su plena identidad, es situación que igualmente importa a efectos de consolidar la información personal y evitar futuros contratiempos, pero no es lo esencial para poder imponer una sanción y ejecutarla.
Está dentro de lo posible y no es infrecuente en un país como el nuestro en donde un porcentaje importante de la población no ha sido registrada ni civil ni eclesiásticamente, que el sujeto pasivo de la acción penal sea alguien sin identidad. Y es tan verídico lo consignado, que el propio legislador previó esa situación calamitosa en el parágrafo único del artículo 12 de la Ley 1153 de 2007, al establecer: “[…] en todos los casos en que sea condenada una persona por delito o contravención, el juez dispondrá se efectúe el registro decadactilar del condenado, el cual será remitido a la Registraduría Nacional del Estado Civil a efectos de que expida en forma inmediata copia de la fotocédula. En caso de no aparecer registrada la persona en sus archivos, la Registraduría Nacional del Estado Civil lo registrará con el nombre que se identificó inicialmente y procederá a asignarle un cupo numérico. Este registro y copia de la parte resolutiva de la sentencia serán remitidos al Departamento Administrativo de Seguridad”.
 Como es sabido, la ley de pequeñas causas ya no se encuentra vigente, pero es un buen precedente en orden a destrabar situaciones problemáticas como las que ocurren a diario en el trasegar judicial, con mayor énfasis en la jurisdicción penal.
Obviamente, el tema de la debida identificación es más exigente en tratándose de los procedimientos que se adelantan en persona ausente o contumaz, porque de allí depende en buena medida que el procedimiento que se adelanta esté dirigido realmente contra el verdadero autor de la conducta y se impida la homonimia; empero, se hace menos exigente cuando hay sujeto privado de la libertad, debidamente señalado como el responsable de la ilicitud. Es esa precisamente la razón para que exista un trámite especialmente diseñado para la vinculación en ausencia, cuyo desconocimiento acarrea la anulación del proceso.

No es razonable afirmar por tanto, que si los agentes del orden aprehendieron en el lugar y en el instante de la presunta comisión del hecho punible, esto es, en flagrancia, a quien dijo llamarse JOSÉ ALDEMAR SALAZAR, persona que en momento alguno ha negado esa información y antes bien se presenta como tal y de manera reiterada en todas las audiencias, se esté ante una confusión en el sujeto activo de la infracción. 
La pregunta sería entonces: ¿si no es JOSÉ ALDEMAR el señalado, entonces quién?, porque hasta donde se sabe el vendedor de la sustancia tóxica fue reconocido como un sujeto con el remoquete de “el mocho”, y ya se sabe a ciencia cierta que a la persona aquí involucrada le falta el brazo derecho.
Desde luego que conforme lo expresa la defensa, lo ideal sería la plena corroboración de los datos a través de los registros técnicos y con el consiguiente cotejo pericial; empero, para el caso particular hay que poner de presente que esa labor si la realizó la Fiscalía, esto es, se intentó efectuar una confrontación lofoscópica entre los datos que reposan en la tarjeta de preparación de la cédula y las muestras dactilares obtenidas del aprehendido, pero el resultado fue infructuoso habida consideración a lo ilegible de las huellas impresas en la tarjeta. No obstante, los datos personales que allí reposan y la fotografía, coinciden con la persona que está siendo procesada.
Como lo dice con fundada razón la delegada Fiscal: si el individuo que se juzga no es quien dice ser y le ha mentido a la judicatura, tendría que ser vinculado formalmente a un proceso por falsedad personal, pero ya sabemos que ello se hace innecesario ante la convicción en este momento de tratarse en verdad de JOSÉ ALDEMAR SALAZAR, sin que exista información alguna que permita pensar en la existencia de un potencial error en tal sentido. 
Entendiendo superada esa premisa indispensable para el juzgamiento, la Sala observa que igualmente la prueba para condenar se muestra irrefutable. 
La defensa enfila su ataque en el hecho de poner en duda la credibilidad tanto del testimonio de los agentes del orden que llevaron a cabo el operativo, como del individuo que figuró como comprador de la sustancia. Para la parte que recurre, existen serias dudas acerca de la verdadera acción que allí se estaba realizando; lo primero, en cuanto los oficiales se encontraban retirados del lugar y no estaban en capacidad de apreciar lo que aseguran haber visto, y lo segundo, que quien corrobora esa información es un sujeto capturado en el mismo lugar y a quien convenía declarar en contra de su representado para exonerarse de su propia culpa.
Esta colegiatura puede asegurar, una vez apreciados los registros, que las afirmaciones defensivas carecen de respaldo probatorio y ninguna de las aseveraciones formuladas en el recurso pueden ser atendibles para menoscabar la fuerza de convicción de los relatos que acusan.  
La narración que hicieron los agentes captores no está mediatizada por la clase de sector en el cual se encontraban, es decir, no creyeron ver lo que en realidad no vieron por el simple hecho de ser un reconocido lugar de expendio de sustancias prohibidas, sus dichos son contestes en el sentido de estarse presentando efectivamente una transacción entre dos sujetos, con la obvia aclaración que no estaban en capacidad de saber en ese preciso instante el contenido cierto del elemento transferido, pero lo mismo fue corroborado con las otras muestras de marihuana que llevaba dentro de una cajetilla que tenía en su poder, más el susodicho dinero producto de la venta.
La actividad realizada por la autoridad fue la indicada para esta clase de procedimientos, esto es, solicitar del comprador su desplazamiento ante las dependencias oficiales, no sólo para corroborar su identificación e información relevante, sino también para efectuar la entrevista con miras a dilucidar lo acaecido y judicializar la actuación habida consideración a que había tomado parte en esa transacción. Lo anterior, no puede servir simultáneamente para poner en duda la confiabilidad como testigo, en atención a que su exposición concuerda gráficamente con lo vertido al juicio por los uniformados ANTONIO ZAPATA OSORNO y EDWIN ALBERTO RODRÍGUEZ GUATAQUÍ.
Una revisión desprevenida de la intervención jurada del comprador JOSÉ ALEJANDRO ARANGO ACEVEDO, ofrece credibilidad, no sólo porque él reconoce haber incursionado en ese tráfico, sino porque es claro, sincero y contundente al indicar que era la primera vez que acudía a ese sector para suplir sus necesidades como adicto, a cuyo efecto fue atendido en esta ocasión por el sujeto ya reconocido en ese mundo como “el mocho vendedor de estupefacientes”.
Más contundente no podía ser la prueba de cargo y en igual sentido lo fue la convicción que llegó a la mente de la juzgadora respecto a la comisión del reato y la autoría material en cabeza de quien dice llamarse JOSÉ ALDEMAR SALAZAR; por lo mismo, esta Corporación le dará plena confirmación al fallo opugnado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de recurso. 

La decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


   FRANCO RENGIFO MATTA

LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Dispositivo cuyo contenido coincide con lo prescrito en el artículo 11 de la Ley 1142 de 2007.
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